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Resumen: ¿Deben el Oficial de Cumplimiento (ODC) y el Money Laundering Repor-
ting Officer (MLRO) ser figuras separadas? Este artículo responde afirmativamente, 
con matiz esencial al proponer que la separación es proporcional al tamaño, com-
plejidad y perfil de riesgo del sujeto obligado. La evidencia internacional, con casos 
importantes alrededor del mundo, demuestra que concentrar ambas funciones genera 
conflictos de incentivos estructurales que los reguladores ya no toleran. La doctrina de 
gobierno corporativo y el compliance penal junto con los estándares del GAFI, fun-
damentan dicha propuesta que, por sobre todas las cosas, apunta a un flujo de trabajo 
beneficioso para todas las partes (internas y externas) involucradas. Venezuela, como 
punto importante en la investigación, ilustra el problema en su versión más extendida 
al presentar un modelo de figura única sin proporcionalidad ni diferenciación secto-
rial, dejando de lado desde la base conceptual y regulatoria al MRLO, uniendo sus 
funciones de forma indivisible del ODC.
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Abstract: Should the Compliance Officer (CO) and the Money Laundering Reporting 
Officer (MLRO) Be Separate Figures? This article answers affirmatively, with an 
essential nuance: the separation is proportional to the size, complexity, and risk profile 
of the obligated entity. International evidence, drawn from significant cases around the 
world, demonstrates that concentrating both functions generates structural incentive 
conflicts that regulators no longer tolerate. Corporate governance doctrine, criminal 
compliance theory, and FATF standards together underpin this proposal, which 
above all aims at a workflow that is beneficial for all parties involved, both internal 
and external. Venezuela, as a focal point in the analysis, illustrates the problem in 
its most entrenched form: a single-figure model with no proportionality or sectoral 
differentiation, one that sets aside the MLRO from its very conceptual and regulatory 
foundation, merging its functions indivisibly with those of the Compliance Officer.
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INTRODUCCIÓN

La pregunta que da título a este artículo parece técnica, pero sus consecuen-
cias son institucionales, económicas y, en algunos sistemas jurídicos, también penales: 
¿debe una organización tener personas distintas ejerciendo las funciones de Oficial de 
Cumplimiento y de Money Laundering Reporting Officer (MLRO), o es suficiente con 
una sola figura que acumule ambas responsabilidades? La respuesta más común en la 
práctica latinoamericana, y en particular en la venezolana, ha sido la segunda: una sola 
figura diseña el sistema de prevención de legitimación de capitales, lo opera, lo super-
visa, recibe las alertas, analiza los reportes internos de actividad sospechosa y decide 
cuáles merecen ser remitidos a la unidad de inteligencia financiera; una acumulación 
que no ha sido resultado de una reflexión regulatoria: ha sido consecuencia de construir 
el sistema sin hacerse la pregunta.

Este artículo no propone que la separación sea una solución universal de im-
plementación inmediata sino algo más matizado: la separación es necesaria cuando el 
tamaño, la complejidad y el perfil de riesgo de la organización hacen que la concentra-
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ción de funciones produzca el tipo de conflicto de incentivos que los casos internacio-
nales documentan. Definir los criterios para determinar cuándo se da esa condición es 
la tarea regulatoria pendiente en Venezuela y en buena parte de América Latina.

1. El fundamento doctrinal: ¿por qué la separación importa?

1.1. La lógica de la separación de funciones en el gobierno corporativo

La exigencia de separar a quien diseña un sistema de control de quien evalúa su 
funcionamiento no es una invención del compliance AML sino un principio general 
de gobierno corporativo con décadas de elaboración doctrinal. Klaus Hopt, del Max 
Planck Institute for Comparative and International Private Law, ha articulado por qué 
las instituciones financieras, por ejemplo, requieren mecanismos de control interno 
más robustos que las empresas ordinarias, estando a atado a que poseen un universo 
de stakeholders que incluye depositantes y otros acreedores en posición asimétrica de 
información, lo que crea la necesidad de funciones de supervisión independientes.1

Esta lógica opera con igual fuerza en el par ODC/MLRO ya que el ODC puede 
ser visto como es el arquitecto del sistema general, ya que define las políticas, diseña 
controles, establece umbrales de monitoreo y capacita al personal (esto solo desde el 
punto de vista de asuntos relacionados a lo financiero y transaccional, pues el ODC 
tiene otras funciones no necesariamente vinculadas a estos factores) mientras que el 
MLRO es el juez de casos individuales y actúa cuando una alerta señala una posible 
actividad sospechosa, debe evaluarla con independencia del sistema que la generó. Que 
el arquitecto y el juez sean la misma persona equivale, desde la perspectiva de la teoría 
del control interno, a que el diseñador de un sistema contable sea también el auditor 
que certifica sus estados financieros, haciendo que el conflicto de interés sea hipotético 
sino es estructural.

Adán Nieto Martín subraya que el ODC actúa como asesor de los órganos direc-
tivos, pero esa función asesora no puede confundirse con la función de reporte; quien 
asesora sobre cómo prevenir tiene un interés institucional en que el sistema diseñado 
aparezca como eficaz; quien reporta tiene el deber, a veces bajo pena de sanción per-
sonal, de señalar los casos en que ese sistema falló.2 García Cavero añade la doble 

1	 Klaus J. Hopt, “Better Governance of Financial Institutions,” ECGI Law Working Paper No. 207 (2013); Klaus J. Hopt, 
“Corporate Governance of Banks and Financial Institutions: Economic Theory, Supervisory Practice, Evidence and Poli-
cy,” European Business Organization Law Review 22, n.° 1 (2021): 13–37.

2	 Adán Nieto Martín, “El cumplimiento normativo,” en Manual de cumplimiento penal en la empresa, dir. Adán Nieto 
Martín (Valencia: Tirant lo Blanch, 2015), 36.
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finalidad del programa de compliance añadiendo que es preventiva en el diseño de 
controles, y reactiva en la detección, corrección y reporte, siendo que cuando ambas 
recaen en la misma persona, el incentivo dominante es siempre preventivo, y el reac-
tivo queda subordinado.3

1.2. La Recomendación 18 del GAFI y sus implicaciones para la 
independencia

La GAFI exige que las instituciones financieras designen, al nivel de gestión, un 
oficial de cumplimiento con la autoridad, independencia, recursos y capacidad técnica 
necesarios para ejercer sus funciones de manera efectiva,4 y precisamente por esto en 
su orientación para el sector bancario, el GAFI desarrolló el contenido de esas exigen-
cias siendo que la independencia requiere que el oficial pueda actuar sin que los impe-
rativos comerciales del negocio interfieran en sus decisiones de reporte.5 Norton Rose 
Fulbright ha señalado que esta exigencia es precisamente la que hace estructuralmente 
problemática la figura única pues cuando el ODC tiene también responsabilidades de 
gestión del programa, sus decisiones de reporte están inevitablemente influenciadas por 
consideraciones que no deberían afectar una evaluación objetiva de si una operación es 
o no sospechosa.6

Por su parte, la Autoridad Bancaria Europea (EBA) ha avanzado en la misma di-
rección en sus orientaciones sobre gobernanza interna afirmando que el responsable del 
reporte de actividades sospechosas debe tener acceso directo e independiente a la junta 
directiva, sin que ese acceso esté mediado por ningún nivel de gestión que pueda tener 
interés en el resultado del reporte; es decir, anula lo que suele ocurrir en muchos casos: 
quien hace de MRLO (si es distinto al ODC) es un reporte del ODC desde el punto de 
vista del organigrama funcional de la organización.7

Por ello, el problema de fondo puede formularse con precisión económica al 
plantear que cuando una persona es responsable simultáneamente del diseño del sis-
tema de monitoreo (así como de otras funciones estratégicas y estructurales) y de la 
decisión sobre cada alerta que ese sistema genera, sus incentivos para reportar con rigor 
son sistemáticamente menores que los de alguien que solo tiene responsabilidad sobre 
la segunda función, ya que reportar una actividad sospechosa que el sistema detectó es 

3	 Percy García Cavero, Criminal Compliance (Lima: Palestra, 2014), 45–52.
4	 GAFI, The 40 Recommendations, Recomendación 18, última actualización octubre 2025, www.fatf-gafi.org.
5	 GAFI, Guidance for a Risk-Based Approach: Banking Sector (octubre 2014), párr. 44–46.
6	 Norton Rose Fulbright, “Financial Crime Outlook: The Growing Importance of the Money Laundering Reporting Offi-

cer” (2023), https://www.nortonrosefulbright.com/en/knowledge/publications/0a6009b6.
7	 European Banking Authority, Guidelines on Internal Governance under Directive 2013/36/EU (EBA/GL/2021/05, 2021), 

párr. 30–35.
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relativamente sencillo pues esa detección acredita el buen funcionamiento del sistema, 
pero reportar una actividad sospechosa que el sistema no detectó, o que detectó tardía-
mente, o que fue mal clasificada, implica, para quien diseñó ese sistema, una admisión 
tácita de fallo en su propia gestión.

SIA Partners (2024) identificó este conflicto/sesgo como uno de los factores 
centrales del colapso AML de TD Bank, pues el acuerdo de culpabilidad con el DOJ 
describe explícitamente la falla en establecer roles y responsabilidades claros entre las 
distintas líneas de defensa, con negligencia dentro del departamento AML en torno a 
deficiencias de responsabilidad.8

2. La evidencia internacional: casos en que la concentración falló

2.1. TD Bank (Estados Unidos / Canadá, 2024): el costo de la opacidad 
funcional

El 10 de octubre de 2024, el Departamento de Justicia de los Estados Unidos 
anunció que Toronto-Dominion Bank se había declarado culpable de conspiración para 
violar la Bank Secrecy Act (BSA) y de conspiración para lavar dinero, siendo la primera 
vez en la historia que un banco nacional de ese magintud realizaba una declaración de 
culpabilidad de ese tipo,9 donde las sanciones totales ascendieron a aproximadamente 
USD 3.090 millones, distribuidos entre el DOJ (USD 1.800 millones), FinCEN (USD 
1.300 millones), la OCC (USD 450 millones) y la Reserva Federal (USD 123,5 
millones).10

Entre 2014 y 2022, TD Bank no realizó ninguna actualización sustantiva de su 
programa de monitoreo de transacciones, a pesar de que auditores internos y regula-
dores externos habían identificado deficiencias conocidas; entre enero de 2018 y abril 
de 2024, el banco no monitoreó aproximadamente USD 18,3 billones en actividad 
transaccional que correspondían al 92% de su volumen total de transacciones11 debido 
a que los ejecutivos senior habían impuesto un mandato de “paradigma de costo pla-
no” que impedía cualquier incremento en el presupuesto de compliance, incluyendo el 

8	 SIA Partners, “Avoiding the Next $3B Fine: AML Insights from TD Bank’s Case” (octubre 2024), https://www.sia-part-
ners.com/en/insights/publications/avoiding-next-3b-fine-aml-insights-td-banks-case.

9	 United States Department of Justice, “United States of America v. TD Bank, N.A.,” Plea Agreement (10 de octubre de 
2024), https://www.justice.gov/criminal/case/united-states-america-v-td-bank-na.

10	 TD Bank Group, Form 6-K (10 de octubre de 2024), SEC Archives, https://www.sec.gov/Archives/edgar/data/00009472
63/000119312524236027/d829657dex991.htm.

11	 White & Case LLP, “Lessons Learned from DOJ’s First Money Laundering Plea by a Major Financial Institution” (22 de 
octubre de 2024), https://www.whitecase.com/insight-alert/lessons-learned-dojs-first-money-laundering-plea-major-fi-
nancial-institution.
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AML,12 lo que desde la perspectiva de la separación de funciones, ilustra exactamente 
el conflicto de incentivos que la teoría predice de que las personas responsables de dise-
ñar y gestionar el programa AML eran también las que debían reportar las deficiencias 
de ese programa a los órganos de supervisión a quien habían cortado los fondos; de 
haber otra persona o equipo distinto de generar o diseñar la política puede detectar la 
desviación y tomar acciones conducentes a su corrección o denuncia sin temer a reta-
liaciones desde el vínculo laboral.

En otro caso similar, pero en septiembre de 2018, ING Bank acordó con el Mi-
nisterio Público de los Países Bajos una multa EUR 775 millones (la mayor sanción 
de la historia judicial holandesa hasta ese momento) como consecuencia de graves 
deficiencias en su programa de prevención de lavado de dinero13, pues la investigación 
arrojó como resultado que entre 2010 y 2016 ING había permitido que varios clientes 
utilizaran sus cuentas para transacciones de lavado vinculadas a sobornos, logrando 
demostrar que las deficiencias no eran de conocimiento, pues los controles detectaban 
anomalías, y que los empleados de compliance elevaban alertas pero las decisiones 
de reporte estaban subordinadas a las relaciones comerciales con los clientes;14 este 
es precisamente el conflicto de incentivos que la separación entre el CDO y el MLRO 
busca desactivar, pues cuando la función de reporte no tiene mandato propio, línea de 
rendición de cuentas distinta ni responsabilidad legal diferenciada, las consideraciones 
comerciales terminan filtrándose en decisiones que deberían ser estrictamente técnicas.

Una revisión de los casos de enforcement AML más significativos de la última 
década, TD Bank (2024), ING (2018), Deutsche Bank (2017, 2019), HSBC (2012), 
Standard Chartered (2019), revela un patrón consistente pues las sanciones más graves 
no resultaron de la ausencia de normas internas ya que todas estas instituciones tenían 
programas AML formalmente establecidos sino que resultaron de la captura institu-
cional de la función de reporte y es que la decisión de reportar o no reportar quedó 
subordinada a consideraciones que no debían influirla como presupuestos, relaciones 
comerciales, presión de ejecutivos.15

12	 ABA Banking Journal, “TD Bank Agrees to Pay $3.1 Billion to Resolve AML Allegations” (noviembre 2024), https://
bankingjournal.aba.com/2024/11/td-bank-agrees-to-pay-3-1-billion-to-resolve-aml-allegations/.

13	 Openbaar Ministerie (Países Bajos), “ING betaalt 775 miljoen vanwege ernstige tekortkomingen bij voorkomen witwas-
sen,” 4 de septiembre de 2018.

14	 FATF, Anti-money laundering and counter-terrorist financing measures: Netherlands, Fourth Round Mutual Evaluation 
Report (junio 2022), párr. 185–190.

15	 International Compliance Association, “The High Price of Negligence: Inside TD Bank’s Record Fine” (febrero 2025), 
https://www.int-comp.org/insight/the-high-price-of-negligence-inside-td-banks-record-fine/; FATF, Fourth Round Fo-
llow-Up Reports para Netherlands (2022) y Germany (2022).



894

La separación entre compliance officer y MLRO no es una garantía suficiente 
de que estos problemas no ocurrirán, pues la separación formal sin independencia real 
es inútil, pero es una condición necesaria para que la independencia real sea posible 
ya que cuando el MLRO tiene un mandato distinto del compliance officer, una línea 
de reporte distinta y una responsabilidad legal personal diferenciada, existe al menos 
la posibilidad estructural de que la función de reporte opere con independencia; pero 
cuando ambas funciones recaen en la misma persona, esa posibilidad queda eliminada 
por diseño.

3. El argumento contrario: cuándo la figura unificada es válida

3.1. La proporcionalidad como principio regulatorio

El principio de proporcionalidad es reconocido explícitamente en los estándares 
del GAFI al estar claro que la intensidad de las medidas AML debe ser proporcional 
al riesgo identificado, y los requisitos de organización interna deben ser acordes al 
tamaño y la complejidad de la entidad.16 Amber Gaming (2024) señala que aunque es 
esencial mantener separadas las funciones del ODC y el MLRO para una gobernanza 
efectiva, en algunas organizaciones un individuo puede asumir ambos roles, siempre 
que las funciones estén formalmente diferenciadas en el manual de descripción de car-
gos y en los mecanismos de rendición de cuentas.17 Por ejemplo, una pequeña empresa 
de contabilidad o consultoría que es sujeto obligado, pero que tiene tres empleados, un 
volumen de transacciones reducido y clientes conocidos con perfiles de riesgo bajo, no 
necesita una figura MLRO separada y exigírsela produciría costos desproporcionados 
para un beneficio marginal que llevaría a la empresa a un futuro incierto desde lo ope-
rativo económico, dejando la figura del compliance como un inhabilitador en vez de un 
camino seguro al negocio exitoso.

Sin embargo, el tamaño de la organización no es el único determinante relevante 
pues puede una empresa pequeña operar en un sector de alto riesgo AML (una casa de 
cambio con pocos empleados pero volúmenes de transacción significativos, una pla-
taforma de pagos digitales con miles de usuarios, un operador de loterías de cobertura 
nacional) puede necesitar la separación funcional incluso si su tamaño organizacional 
no la justificaría por sí solo, lo que convierte el criterio determinante en la combinación 
de volumen de transacciones, complejidad del perfil de riesgo de la clientela y exposi-
ción regulatoria de la organización.

16	 GAFI, The 40 Recommendations, Nota Interpretativa a la Recomendación 1 (Evaluación de riesgos y aplicación de un 
enfoque basado en riesgo).

17	 Amber Gaming, “MLRO vs the AML/CFT Compliance Officer: What’s the Difference?”, https://www.ambergaming.
com/expert-insight/mlro-versus-aml-cft-officer.
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Por ello, y a partir del análisis doctrinal y de los casos internacionales revisados, 
este artículo propone un modelo de tres umbrales para determinar cuándo la separación 
es obligatoria, cuándo es recomendable y cuándo puede diferirse razonablemente.

El primer umbral es el de separación obligatoria, es decir, una organización al-
canza este umbral cuando cumple al menos dos de las siguientes condiciones: (i) opera 
en un sector de alto riesgo AML según la clasificación del GAFI; (ii) procesa un volu-
men de transacciones que hace materialmente imposible que una sola persona analice 
individualmente cada alerta del sistema de monitoreo con el rigor necesario; (iii) tiene 
clientes con perfiles de riesgo elevado como personas políticamente expuestas (PEPs), 
operaciones transfronterizas, estructuras de beneficiario final complejo; o (iv) ha sido 
objeto de observaciones del supervisor sobre deficiencias en su programa AML. En 
estas condiciones, la separación no es una opción de gobernanza, sino se convierte en 
un requisito de efectividad del sistema.

El segundo umbral es el de separación recomendable, es decir, donde una organi-
zación cumple al menos una de las condiciones anteriores pero no de manera tan intensa 
como para justificar la obligatoriedad inmediata, pero la regulación (o autorregulación) 
debería exigir, como mínimo, la diferenciación documental de funciones aunque una 
sola persona las ejerza, y establecer un plazo para avanzar hacia la separación personal.

Por último, el tercer umbral es el de figura unificada aceptable que ocurre cuando 
una organización es de perfil de riesgo es bajo, su volumen de transacciones es mane-
jable para una sola persona y su exposición regulatoria no requiere el nivel de indepen-
dencia del reporte que la separación garantiza e incluso, en algunos casos, puede no 
necesitar de ninguna de las dos funciones sino más de un programa y acciones genera-
lizadas destinadas a controles compensatorios como auditorías externas o revisiones/
consultorías independientes.

Para ejemplificar lo anterior se tiene que la GAFI identifica el sector bancario, los 
servicios de transferencia de dinero, los proveedores de servicios de activos virtuales 
(VASPs), los casinos y los servicios de juego en línea como sectores de riesgo inheren-
temente alto,18 lo que significa que en estos sectores, aunque se trate de una organiza-
ción pequeña, no debería ser tratada de la misma manera que una organización pequeña 
en un sector de bajo riesgo pues éste actúa como multiplicador del riesgo y, por ende, 
como anticipador del umbral en que la separación se vuelve necesaria.

18	 GAFI, Guidance for a Risk-Based Approach: Casinos (octubre 2021); GAFI, Guidance on a Risk-Based Approach to 
Virtual Assets and Virtual Asset Service Providers (octubre 2021).
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Independientemente del umbral en que se encuentre una organización, existe un 
piso universal por debajo del cual ningún sistema regulatorio debería permitir operar 
y es la diferenciación documental de funciones, teniendo que incluso cuando la misma 
persona ejerza ambos roles, el sistema de compliance debe documentar explícitamente 
qué está haciendo como ODC y qué está haciendo como MLRO, con registros separa-
dos, mecanismos de rendición de cuentas distintos y claridad sobre las responsabilida-
des legales diferenciadas de cada función.

4. Venezuela como ilustración: el problema en su versión más extendida

4.1. Un sistema amplio, uniforme y sin diferenciación

En la legislación venezolana se ha establecido la figura del Oficial de Cumpli-
miento como eje único del sistema de prevención ALD/CFT/FPADM, sin distinción 
entre las funciones de ODC y MLRO, que se originariamente se ha reproducido, sin 
cuestionamiento, en rubros comerciales como el bancario, asegurador, proveedores no 
bancarios de servicios de pago, loterías y juegos de azar. Lo que hace del caso vene-
zolano un ejemplo particularmente ilustrativo no es solo la uniformidad del modelo 
sino la ausencia de cualquier diferenciación proporcional en sentido ascendente; por 
ejemplo, la Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario (SUDEBAN) 
introduce proporcionalidad solo hacia abajo pues para entidades con menos de treinta 
trabajadores permite un perfil simplificado de Responsable de Cumplimiento más no 
contempla ninguna exigencia de separación funcional para entidades de mayor tamaño 
o mayor complejidad siendo que un banco con miles de millones de dólares en activos 
y millones de transacciones anuales es tratado, en términos de la estructura de sus fun-
ciones de compliance, exactamente igual que una empresa pequeña.

Por otro lado, sobre proveedores no bancarios de servicios de pago (PSP), el 
Banco Central de Venezuela (BCV) establece que para una fintech de diez empleados 
con miles de transacciones diarias en múltiples monedas exactamente el mismo modelo 
de Oficial de Cumplimiento unificado que SUDEBAN establece para un banco sisté-
micamente importante.19 Si se aplica el modelo de los tres umbrales los PSP de mayor 
volumen de transacciones, los bancos y los operadores de juego regulados por Instituto 
Nacional de Hipódromos (INH) y Comisión Nacional de Loterías (CONALOT) alcan-
zan claramente el umbral de separación obligatoria por la combinación de sector de alto 
riesgo y volumen de transacciones pero la norma venezolana no los trata de manera 
distinta a los sujetos obligados de menor escala y riesgo.

19	 BCV, Circular de 21 de julio de 2022.
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Al problema normativo de la figura unificada se suma un déficit formativo que lo 
agrava la academia venezolana en compliance no ha desarrollado a totalidad los mar-
cos conceptuales que permitirían a reguladores, supervisados y profesionales distinguir 
entre las dos funciones, aunque la norma no lo exija. Este autor, en un trabajo anterior, 
documenta que la oferta académica venezolana en compliance está hiperfocalizada en 
la dimensión AML, ignorando las dimensiones más amplias del compliance corpora-
tivo integral20dando como consecuencia que incluso si la norma exigiera la separación 
mañana, el mercado laboral venezolano no produciría de manera inmediata los dos per-
files diferenciados que esa separación requiere por lo que la reforma normativa necesita 
ir acompañada de una transformación en la oferta formativa.

En su momento, la inclusión de Venezuela en el listado de jurisdicciones bajo 
seguimiento intensificado del GAFI añade urgencia al argumento pues el informe iden-
tificó que Venezuela obtuvo la calificación más baja posible en diez de los once indica-
dores de efectividad evaluados, con deficiencias particularmente graves en la supervi-
sión basada en riesgos y en la calidad del sistema de reporte de actividades sospecho-
sas.21 Un sistema de reporte que no diferencia entre la función de diseño del sistema de 
monitoreo y la función de decisión sobre reportes individuales es, estructuralmente, un 
sistema con menor probabilidad de producir reportes de alta calidad.

CONCLUSIONES

La respuesta que este artículo defiende es sí, con matiz. La separación entre Ofi-
cial de Cumplimiento y MLRO es necesaria en el sentido de ser condición de efectivi-
dad del sistema de reporte, no simplemente una opción de organización interna cuando 
la escala, la complejidad y el perfil de riesgo del sujeto obligado generan los conflictos 
de incentivos que la teoría predice y que los casos internacionales documentan; en 
organizaciones que alcanzan ese umbral, la concentración de ambas funciones en una 
sola persona produce, con consistencia estadística, exactamente los tipos de fallos que 
los casos de TD Bank, ING y Wirecard ilustran.

La respuesta también es no, sin matiz negativo pues la separación no es necesaria 
en todos los casos ya que una empresa pequeña en un sector de bajo riesgo AML, con 
un volumen de transacciones manejable, puede operar con figura unificada siempre que 

20	 Alonso Flores, El rol de la formación académica en Compliance como mecanismo de cumplimiento normativo y buen 
gobierno corporativo en Venezuela, Trabajo Especial de Grado, Especialización en Derecho Corporativo, Universidad 
Metropolitana, Caracas, 2025.

21	 GAFIC, Informe de Evaluación Mutua: República Bolivariana de Venezuela, noviembre 2022, publicado marzo 2023, 
Indicadores de Efectividad IO.3, IO.4 e IO.6.
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la diferenciación documental de funciones esté claramente establecida y exigir separa-
ción personal en este contexto produciría costos sin beneficios proporcionales lo que 
hace que el criterio determinante no sea el tamaño organizacional sino la combinación 
de sector, volumen transaccional y perfil de riesgo.

•	 El sector actúa como multiplicador pues en sectores de alto riesgo AML, el um-
bral para exigir separación se alcanza antes.

•	 El volumen transaccional actúa como revelador ya que cuando el flujo de alertas 
hace materialmente imposible que una sola persona lo gestione con rigor, la se-
paración se convierte en una necesidad operacional antes que normativa.

•	 El perfil de riesgo actúa como acelerador cuando la clientela incluye PEPs u 
operaciones transfronterizas, la independencia del reporte deja de ser deseable y 
pasa a ser indispensable.

Venezuela ilustra una versión del problema más común en América Latina de lo 
que se reconoce en un sistema que impone la figura unificada con uniformidad perfecta, 
sin proporcionalidad ascendente, sin diferenciación sectorial y sin exigencia formativa 
que permita entender cuándo se actúa en cada rol; la reforma que este análisis sugiere 
no es compleja pues parte de reconocer, en la normativa sectorial, la distinción entre 
ambas figuras, establecer la separación obligatoria para sujetos obligados que superen 
los umbrales de tamaño y riesgo que el regulador defina, exigir la diferenciación do-
cumental como piso universal, y desarrollar la oferta formativa diferenciada; el mundo 
ya ha demostrado, a un costo de miles de millones de dólares en sanciones, que la 
pregunta que da título a este artículo tiene respuesta, pero muchas empresas aún no 
quieren formularse la pregunta, o evaden la respuesta mediante la fusión de ambas 
designaciones al punto de que incluso la unen a la función, ya complicada de por sí, de 
la Gerencia Legal.

BIBLIOGRAFÍA

Amber Gaming. “MLRO vs the AML/CFT Compliance Officer: What’s the Difference?” 
https://www.ambergaming.com/expert-insight/mlro-versus-aml-cft-officer.

Banco Central de Venezuela. Circular de 21 de julio de 2022: requisitos para la preven-
ción de riesgos LC/FT/FPADM para proveedores no bancarios de servicios de pago.

Banco Central de Venezuela. Resolución N° 18-12-01. Normas Generales sobre los 
Sistemas de Pago y Proveedores no Bancarios de Servicios de Pago. 19 de diciembre 
de 2018.

Basel Committee on Banking Supervision. Compliance and the Compliance Function 
in Banks. Abril 2005.

Oficial de cumplimiento y oficial de reporte de lavado de dinero (MLRO): ¿Es necesaria la separación práctica? (...)
Alonso Gabriel Flores Delgado



899

Revista Venezolana de Derecho Mercantil
n.º 16 . 2026

Bundestag. Bericht des 3. Untersuchungsausschusses (Wirecard-Untersuchungsauss-
chuss). 2022.

European Banking Authority. Guidelines on Internal Governance under Directive 
2013/36/EU. EBA/GL/2021/05. 2021.

FATF. Anti-money laundering and counter-terrorist financing measures: Netherlands. 
Fourth Round Mutual Evaluation Report. Junio 2022.

Flores, Alonso. El rol de la formación académica en Compliance como mecanismo de 
cumplimiento normativo y buen gobierno corporativo en Venezuela. Trabajo Espe-
cial de Grado, Especialización en Derecho Corporativo. Universidad Metropolitana, 
Caracas, 2025.

GAFI. The 40 Recommendations. Última actualización octubre 2025. www.fatf-gafi.
org.

GAFI. Guidance for a Risk-Based Approach: Banking Sector. Octubre 2014.
GAFI. Guidance for a Risk-Based Approach: Casinos. Octubre 2021.
GAFI. Guidance on a Risk-Based Approach to Virtual Assets and Virtual Asset Service 

Providers. Octubre 2021.
GAFI. Jurisdicciones bajo seguimiento intensificado. Plenaria de junio 2024, Singapur.
GAFIC. Informe de Evaluación Mutua: República Bolivariana de Venezuela. Adoptado 

noviembre 2022, publicado marzo 2023.
García Cavero, Percy. Criminal Compliance. Lima: Palestra, 2014.
Hopt, Klaus J. “Better Governance of Financial Institutions.” ECGI Law Working Pa-

per No. 207. Harvard Law School Forum on Corporate Governance, 3 de abril de 
2013.

Hopt, Klaus J. “Corporate Governance of Banks and Financial Institutions: Economic 
Theory, Supervisory Practice, Evidence and Policy.” European Business Organi-
zation Law Review 22, n.° 1 (2021): 13–37. https://doi.org/10.1007/s40804-020-
00201-z.

International Compliance Association. “The High Price of Negligence: Inside TD 
Bank’s Record Fine.” Febrero 2025. https://www.int-comp.org.

Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo 
(LOCDOFT). Gaceta Oficial N° 39.912, 30 de abril de 2012.

Nieto Martín, Adán. “El cumplimiento normativo.” En Manual de cumplimiento penal 
en la empresa, dir. Adán Nieto Martín, 21–54. Valencia: Tirant lo Blanch, 2015.

Nieto Martín, Adán. El cumplimiento normativo como estrategia político-criminal. Co-
lección Fundamentos del Criminal Compliance, vol. 2. Buenos Aires: Hammurabi, 
2022.



900

Norton Rose Fulbright. “Financial Crime Outlook: The Growing Importance of the 
Money Laundering Reporting Officer.” 2023. https://www.nortonrosefulbright.com.

Openbaar Ministerie (Países Bajos). “ING betaalt 775 miljoen vanwege ernstige 
tekortkomingen bij voorkomen witwassen.” 4 de septiembre de 2018.

Providencia Administrativa SUDEASEG N° SAA-01-0536-2024. Gaceta Oficial 
Extraordinaria N° 6.835, 3 de septiembre de 2024.

Resolución SUDEBAN N° 010.25. Gaceta Oficial N° 43.098, 31 de marzo de 2025.

SIA Partners. “Avoiding the Next $3B Fine: AML Insights from TD Bank’s Case.” 
Octubre 2024. https://www.sia-partners.com.

TD Bank Group. Form 6-K, 10 de octubre de 2024. SEC Archives. https://www.sec.
gov/Archives/edgar/data/0000947263/000119312524236027/d829657dex991.htm.

United States Department of Justice. “United States of America v. TD Bank, N.A.” 
Plea Agreement, 10 de octubre de 2024. https://www.justice.gov/criminal/case/
united-states-america-v-td-bank-na.

Vaudo Godina, Liliana. “Cultura de compliance corporativo: Retos para los procesos de 
educación empresarial.” European Public & Social Innovation Review 10 (2025): 
1–16.

White & Case LLP. “Lessons Learned from DOJ’s First Money Laundering Plea by a 
Major Financial Institution.” 22 de octubre de 2024. https://www.whitecase.com.

Oficial de cumplimiento y oficial de reporte de lavado de dinero (MLRO): ¿Es necesaria la separación práctica? (...)
Alonso Gabriel Flores Delgado


